CAPAJ:
Acceso a la justicia en la promoción y protección de los derechos de los pueblos indígenas
Estudio encomendado por el CDH al MEDPI 
Presentación.- 
Del 12 al 14 de noviembre del 2003, se celebró en Madrid España el  Seminario de Expertos sobre Pueblos Indígenas y la Administración de Justicia, organizado por la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, cuyo informe se publicó en el documento E/CN.4/Sub.2/AC.4/2004/6 del 10 de junio 2004. Ver anexo 1
El informe oficial se elevó al Sr. Relator especial para los Derechos Humanos y Fundamentales de los Indígenas, quien a su vez elevó sus conclusiones al Consejo de Derechos Humanos como parte de su informe el año 2004.
Objetivo.- 
El presente documento tiene como objetivo contribuir al estudio que le ha encomendado el Consejo de Derechos Humanos al Mecanismo de Expertos de los Derechos de los Pueblos Indígenas sobre “Acceso a la justicia en la promoción y protección de los derechos de los pueblos indígenas”.
[bookmark: _GoBack]Organización que la presenta.-
La Comisión  Jurídica para el Autodesarrollo de los Pueblos Originarios Andinos, es una entidad consultiva especial del ECOSOC desde el año 1999 y tiene como ámbito de acción la subregión andina de Sudamérica tuvo el honor que su presidente el jurista Tomás Alarcón haya cumplido la función de presidente - relator del seminario celebrado en Madrid el 2003.
Contenido.-
Por tal motivo en este aporte se brindará seis estudios de caso al MEDPI para que los analice y considere si lo ve conveniente tomar en cuenta este aporte en el informe que debe elevar ante el Consejo de Derechos Humanos.
Estudio de casos.-
1. Chile.- El caso de la “pastora aymara” que fue juzgada por supuesto delito de abandono de su hijo en peligro con posterior muerte. Ventilado por la corte de apelaciones de Arica y que finalmente fuera indultada por gracia del Sr. Presidente o jefe de Estado de dicho país.
En este caso fue necesario exigir al Estado que para juzgar al indígena de las alturas que vive del pastoreo de llamas y alpacas al pie de los nevados andinos, se le debió brindar las garantías del debido proceso, investigando el caso desde una visión pluricultural, para entender las características de la persona. La policía actuó sin tomar en cuenta el marco de las relaciones socio culturales del justiciable y condeno a la pastora a 20 años de prisión efectiva. Mediante una intensa campaña de aclaración de los hechos llevada adelante por los propios aymaras, se logro calificar  el caso ante el ejecutivo  para el el Jefe de Estado le brinde indulto, logrando su excarcelación. 

2. Perú.- El caso de los comuneros afectados por la saca de aguas que se iniciara en la ciudad de Tacna el año 2001 y que luego de concluir las instancias internas de justicia, el año 2006 se elevó el caso al Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas que resolvió admitirlo a examen el año 2006, y en el año 2009 concluyó con el dictamen N°1457/2006/CCPR.
Esta causa fue patrocinada por el Abogado Presidente de CAPAJ. Tomás Alarcón, y en una de sus conclusiones dispuso que el Estado peruano, está en la obligación de brindar a los indígenas en su país, un recurso efectivo de justicia, par que los tribunales de justicia nacionales, recepciones las demandas de los pueblos indígenas cuando vean que sus derechos ha sido violentados por terceros. Siendo este dictamen de carácter vinculante para el Estado, debió implementar mediante ley el procedimiento de denuncias, pero no ha cumplido. Por lo que la justicia en el Peru, no le brinda acceso a las demandas que los pueblos indigenas quisieran plantear en su condición de tales. Ver anexo 2.


3. Bolivia.- El caso de la Nación Jacha Suyu Pakajaki que luego de reclamar a la justicia de Estado más de 120 años sin lograr acceso a la justicia, decidió someter su causa de reivindicación territorial ante el tribunal voluntario “Tribunal Originario Andino de Justicia” TOAJ, el 21 de junio del año 2012 en la Nación Kallaguaya de Bolivia.
El sistema judicial de los Estados ni el Tribunal penal Internacional, brinda procedimientos para ventilar casos de genocidio a pueblos indígenas cometidos en la colonia que sufren serias secuelas hasta la actualidad. Por tal motivo el Foro Permanente en su reciente sesión de 2012, recomendó se instituyan Tribunales de carácter voluntario, donde se puedan ventilar las demandas de los Pueblos indígenas. En este caso fue demandado la Corona Española, se le invito a la Audiencia programada, no concurrió, por lo que el proceso se siguió en su rebeldía, emitiendo una Sentencia condenatoria, que permitió debatir en forma amplia el despojo de tierras aplicado bajo la doctrina del Descubrimiento que es científicamente falsa, jurídicamente invalida, socialmente injusta, moralmente condenable. En una audiencia publica ante las autoridades tradicionales de la Nacion Kallaguaya, La representación de la Nación Jacha suyu Pakajaqui, pudo ejercer su legitimo derecho de defensa y obtener un fallo favorable en un ambiente de libertad plena..Ver anexo 3.

4. Ecuador.- El caso de la Nación Wuaorani de la amazonía ecuatorial cuyas comunidades viven aislados voluntariamente de la civilización y que fueron víctimas de genocidio por parte de petroleras y otros, sin que el Estado les brinde protección judicial. Acudieron ante la Fiscalía de la Nación del Estado. Se investigó y se comprobaron los hechos, pero no pudo llegar a juzgamiento, por falta de un Tribunal ad hoc competente para atender las denuncias que los indígenas interponen como Pueblos. 


5. Paraguay.- El caso de la Nación Toba que quedó dividida entre Bolivia y Paraguay a causa de la guerra del Chaco y que se quedaron sin territorio por la entrega del Estado paraguayo de sus territorios a empresas privadas que cobraron a cuenta de haber sostenido la guerra por la riqueza de sus territorios. El caso fue presentado ante CERD durante la sesión de examen del Estado, pero no pudo pasar a una etapa de Juzgamiento judicial, por falta de un a Corte de Justicia, ni juzgado especializados que pudieran brindar el Derecho de acceso a la justicia a los indígenas que se defienden colectivamente como pueblos

6. Argentina.- El caso de las comunidades Qollas de la quebrada de Umaguaca entre Salta y San Salvador de Jujuy, que fueron despojados de sus territorios para ocuparlos como vía de tránsito por el Estado de Argentina, a fin de facilitar el traslado de riquezas provenientes de Bolivia hacia y para la creación de la ciudad de Salta. El caso quedo impune y hasta hoy, el Pueblo Qolla no tiene títulos oficiales de propiedad que garantice su ocupación ancestral de toda la quebrada de Umahuaca. Empresarios privados estan haciendose titular con la anuencia del gobierno Regional y nacional, en perjuicio de la seguridad territorial de los lugareños. Quienes están desprovistos de un recurso efectivo de justicia. 

CONCLUSION.-

Los Pueblos indígenas requieren de un Fuero Judicial reconocido por el Sistema de derecho Internacional de las Naciones Unidas, para que se ventilen sus demandas, en reclamo de sus derechos consagrados en la Declaración de los Derechos de los Pueblos indígenas, sean investigados, Juzgados y sentenciados por un organismo de justicia vinculante.
                                                                                     Tacna, 19 de enero 2013

